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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1.- ESTADO

Real Decreto 14/2008, de 11 de enero, por el que se modifica el Real Decreto 801/2005, de 1 de julio, por el que se aprueba el Plan Estatal 2005-2008, para favorecer el acceso de los ciudadanos a la vivienda. (BOE 12/1/2008). 

Real Decreto 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de los residuos de construcción y demolición. (BOE 13/2/2008).

El Real Decreto define los conceptos de productor de residuos de construcción y demolición, que se identifica, básicamente, con el titular del bien inmueble en quien reside la decisión última de construir o demoler, y de poseedor de dichos residuos, que corresponde a quien ejecuta la obra y tiene el control físico de los que se generan en la misma.

Entre las obligaciones que se imponen al productor, destaca la inclusión en el proyecto de obra de un estudio de gestión de  los residuos de construcción y demolición que se producirán en ésta, que deberá incluir, entre otros aspectos, una estimación de su cantidad, las medidas genéricas de prevención que se adoptarán, el destino previsto para los residuos, sí como una valoración de los costes derivados de su gestión que deberán formar parte del presupuesto del proyecto. 

Como medida especial de prevención, también se establece la obligación, en el caso de las obras de demolición, reparación o reforma, de hacer un inventario de los residuos peligrosos que se generen, proceder a su retirada selectiva y entrega a gestores autorizados de residuos peligrosos. 

El poseedor esta obligado a la presentación a la propiedad de la obra de un plan de gestión de los residuos  en el que se concrete cómo se aplicará el estudio de gestión del proyecto, así como sufragar su coste y a facilitar al productor la documentación acreditativa de la correcta gestión de residuos.

En las obras de edificación, cuando se solicite licencia al proyecto básico debe constar toda la documentación que se señala en el art. 4.2 del Decreto. 

Orden EHA/564/2008, de 28 de febrero, por la que se modifica la Orden ECO/805/2003, de 27 de marzo, sobre normas de valoración de bienes inmuebles y de determinados derechos para ciertas finalidades financieras. (BOE 5/3/2008).

La Orden ECO/805/2003 es aplicable mientras no se desarrolle reglamentariamente lo dispuesto en la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo sobre criterios y método de cálculo de valoraciones.

Se añade una nueva disposición adicional séptima rubricada “Aplicación del principio de prudencia en relación con la potestad expropiatoria”. En los supuestos en los que se haya iniciado el procedimiento expropiatorio, cuando se haya aprobado el plan o proyecto que conlleve la declaración de utilidad pública y necesidad de ocupación, o se haya iniciado el procedimiento o declarado el incumplimiento de plazos de urbanización o edificación, la valoración corresponderá a la menor entre la resultante de aplicar los criterios establecidos en la ley 8/2007 y los de esta Orden.

2.- COMUNIDADES AUTONOMAS

A) PAIS VASCO

Decreto 7/2008, de 15 de enero, del Consejo Asesor de Política Territorial del Gobierno Vasco. (BOPV 25/1/2008).

Decreto 39/2008, de 4 de marzo, sobre régimen jurídico de viviendas de protección pública y medidas financieras en materia de vivienda y suelo. (BOPV 28/3/2008).

B) CATALUÑA

Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda. (BOE 27/2/2008).

C) GALICIA

Decreto 253/2007, de 13 de diciembre, de régimen jurídico del suelo y de las edificaciones promovidas por el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo. (BOG 9/1/2008).

Decreto 262/2007, de 20 de diciembre, por el que se aprueban las normas del hábitat gallego. (BOG 17/1/2008). Publicada corrección de errores Boletín Oficial de 19 de febrero de 2008. 

D) ANDALUCIA

Decreto 11/2008, de 22 de enero, por el que se desarrollan los procedimientos dirigidos a poner suelo urbanizado en el mercado con destino preferente a la construcción de viviendas protegidas. (BOJA 7/2/2008).

E) ASTURIAS

Decreto 16/2008, de 27 de febrero, por el que se regula la composición, competencias y funcionamiento de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio del Principado de Asturias. (BOPA 12/3/2008).

J) ARAGON

Ley 1/2008, de 4 de abril, por la que se establecen medidas urgentes para la adaptación del ordenamiento urbanístico a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de suelo, garantías de sostenibilidad del planeamiento urbanístico e impulso a las políticas activas de vivienda y suelo en la Comunidad Autónoma de Aragón (BOA 7/3/2008). 

Orden de 28 de diciembre de 2007, del Departamento de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, de tramitación de las medidas de financiación de actuaciones protegibles en materia de rehabilitación de edificios y viviendas incluidas dentro de las delimitaciones de Áreas de Rehabilitación Integral o de Áreas de Rehabilitación de Centro Histórico, de acuerdo con el Plan Aragonés para facilitar el acceso a la vivienda y fomentar la rehabilitación 2005-2009.(BOA 18/1/2008)

Orden de 1 de febrero de 2008, del Departamento de Obras Públicas, Urbanismo y Transportes, por la que se acuerda modificar los parámetros de precios máximos, establecidos en el Decreto 225/2005, de 2 de noviembre, del Gobierno de Aragón, regulador del Plan aragonés para facilitar el acceso a la vivienda y fomentar la rehabilitación.( BOA 15/2/2008)

A continuación, comentaremos las principales novedades que se introducen en la Ley Urbanística de Aragón y la Ley de Medidas de Vivienda Protegida con motivo de la aprobación de la Ley 1/2008: 

1. Justificación y procedimiento de tramitación de la Ley 1/2008.

Tiene su origen en el Decreto-Ley 2/2007, de 4 de diciembre, del Gobierno de Aragón, que fue convalidado por las Cortes de Aragón y se acordó su tramitación como proyecto de Ley.

Al proyecto de Ley se presentaron 97 enmiendas; 12 conjuntas por parte de los Grupos Parlamentarios Socialista y del Partido Aragonés, 51 por parte del Grupo Parlamentario del Partido Popular, 14 por parte del Grupo Parlamentario Chunta Aragonesista y 20 por parte de la Agrupación Parlamentaria Izquierda Unida de Aragón (Grupo Parlamentario Mixto).

De las 97 enmiendas presentadas, fueron aceptadas las 12 conjuntas de los Grupos Parlamentarios Socialista y del Partido Aragonés, 2 del Grupo Parlamentario Popular, 2 del Grupo Parlamentario Chunta Aragonesista y 3 del Grupo Parlamentario Mixto.

La Ley, como señala su art. 1 e indica su título, tiene por objeto adaptar el ordenamiento urbanístico vigente en la Comunidad Autónoma de Aragón a lo establecido en la Ley estatal 8/2007, de 28 de mayo, de suelo. 

Supone la modificación de diversos artículos tanto de la Ley 5/1999, de 25 de marzo, urbanística, como de la Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de política de vivienda protegida.

En primer lugar, puede ponerse en duda la afirmación que se efectúa en preámbulo de la ley de que existan profundas discordancias entre la actual normativa aragonesa y la ley 8/2007 que resulte urgente resolver puesto que muchas de las novedades que introduce esta última se refieren a aspectos propios de la competencia exclusiva estatal.

A este respecto, la DF 1ª.3 de la Ley 8/07 atribuye el carácter de disposiciones establecidas en ejercicio de la competencia reservada al legislador estatal a toda la regulación correspondiente a valoraciones, expropiación forzosa y responsabilidad patrimonial, venta y sustitución forzosa, patrimonios públicos de suelo y derecho de superficie. Por lo tanto, esta materia, que conforma buena parte de la ley estatal, es de directa aplicación en la Comunidad Autónoma sin necesidad de previa adaptación de la Ley Urbanística de Aragón, sino por la lógica aplicación del principio  de competencia y especialidad.

2. Modificaciones principales de la Ley Urbanística 

Artículos 14.2 (suelo urbano no consolidado) y 18.b) (obligaciones en suelo urbano no consolidado). 

Resulta lógica la modificación de los artículos 14.2 y 18.b) de la Ley Urbanística de Aragón, para su adaptación a los artículos 14 y 16.1.c) de la Ley 8/07, pero también innecesaria (al menos en el grado de extraordinaria y urgente) puesto que los artículos 14 y 16 de la Ley 8/07 son legislación básica, según dispone la DF 1ª.1.

Sin embargo, curiosamente éste último artículo (16.1.c) establece como deber de los propietarios de suelo urbano “… ejecutar todas las obras de urbanización previstas en la actuación correspondiente, así como las infraestructuras de conexión con las redes generales de servicios y las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la actuación que ésta demande por su dimensión y características específicas, sin perjuicio del derecho a reintegrarse…” y esto no ha sido incluido en la legislación autonómica. Si sostenemos que este inciso se da por supuesto, también habría que dar por supuesto el párrafo siguiente del artículo 16.1.c), que motiva la modificación del artículo 18.b) LUA, porque la jurisprudencia del Tribunal Supremo incluía esos conceptos dentro del más genérico “obras de urbanización”.

Artículo 16. Derecho y deber de edificar en suelo urbano.

Se añade un nuevo inciso al final del apartado segundo del art. 16 que establece que no será exigible la constitución de garantía para el otorgamiento de licencia de edificación simultánea a la urbanización de viviendas protegidas de Aragón, siempre que se haya iniciado la ejecución de las obras de urbanización, en aquellos sectores o unidades de ejecución que hayan obtenido ayudas a la urbanización o en los que el número de viviendas protegidas fuera superior al de libres.

Esta excepcionalidad ya se estableció, de modo similar, mediante ley tanto para el ámbito del proyecto supramunicipal de la Plataforma Logística (Disposición Adicional única de la Ley 17/2001, de 29 de octubre) como para la ejecución de las obras que se llevaran a cabo por parte de la Sociedad Expoagua 2008 (art. 4.3 de la ley 2/2006, de 6 de abril, de medidas en relación con la Exposición Internacional de Zaragoza 2008).

Artículo 19, apartados a) y b). Concepto de suelo no urbanizable.

Se considera innecesaria la modificación del artículo 19.a) de la ley autonómica porque es copia exacta del artículo 12.2.b) de la ley estatal, que es básico, por lo tanto de aplicación inmediata desde la entrada en vigor. 

Respecto del artículo 19.b), surge la duda sobre  si un suelo no urbanizable puede ser de tal forma clasificado por los proyectos supramunicipales, puesto que el artículo 76 de la ley autonómica establece un objeto muy concreto, esto es, “la urbanización de suelo urbanizable no delimitado y de suelo no urbanizable genérico para actividades industriales o de servicios de especial importancia, grandes equipamientos colectivos y edificación de viviendas de promoción pública, …” con determinado límite. Por esta razón, debe entenderse que un proyecto supramunicipal no puede decidir qué suelo no es conveniente transformarlo en urbano. Eso es competencia exclusiva del plan general.

Artículo 24, apartado a). Construcciones sujetas a autorización especial. 

En esta modificación son destacables dos aspectos que no tienen parangón en la regulación de la Ley 8/2007:

Se introduce además de aquellas construcciones que se consideren de interés público y hayan de emplazarse en el medio rural aquellas otras que también sean de interés público “por su contribución a la ordenación o al desarrollo rural”. Por definición, el suelo no urbanizable es aquél que está fuera de la ordenación urbanística.

Se eliminan los límites cuantitativos de ocupación de terreno (no más de 3 hectáreas) y de superficie construida (no más de 5.000 m2), que eran los que diferenciaban este instrumento de los proyectos supramunicipales; sin embargo, no se han eliminado las magnitudes en el artículo 76 de la Ley Urbanística de Aragón, en lógica correspondencia.

Artículo 30. Suelo urbanizable delimitado.

Supone la inclusión de una nueva categoría de suelo urbanizable (suelo urbanizable delimitado concertado) que no viene justificada por la ley 8/2007. La ley estatal únicamente distingue entre suelo rural y urbanizado a los solos efectos de valoración, puesto que el Estado no tiene entre sus atribuciones la potestad clasificatoria de los suelos. Por lo tanto, puede cuestionarse que su incorporación sea de “extraordinaria y urgente necesidad”.

El objeto de los sectores de suelo urbanizable concertado puede ser la implantación de actividades industriales o de servicios de especial importancia, grandes equipamientos colectivos o la ejecución de los programas y políticas públicas de vivienda y suelo. 

La Disposición Adicional Única regula la programación de sectores residenciales de suelo urbanizable concertado. El Consejero competente en materia de vivienda debe acordar la formulación del catálogo de sectores previstos para el próximo cuatrienio antes del 9 de junio de 2008. El catálogo tendrá rango de Directriz  sectorial de ordenación del territorio.

La inclusión de sectores de suelo urbanizable delimitado concertado en el catálogo requiere en todo caso convenio entre el Municipio afectado y la Administración de la Comunidad Autónoma. 

Los sectores de suelo urbanizable concertado que autoricen la promoción de viviendas en su ámbito, sólo pueden ser aprobados en los Municipios que tienen obligación de reservar terrenos para la construcción de vivienda protegida: Huesca, Teruel y Zaragoza y los Municipios con población de derecho superior a tres mil habitantes.

En principio, parece ser que serán los suelos urbanizables delimitados ya existentes en el plan general vigente de cada municipio los que podrán reconvertirse en urbanizables concertados.

Ahora bien, cuando deban ser delimitados u ordenados mediante modificación del plan general vigente, la ley incorpora el mandato de que deben reservar para vivienda protegida al menos el doble de los terrenos que hubiesen resultado exigibles en el municipio de que se trate (80% de la edificabilidad residencial prevista en suelo urbanizable en las capitales de Huesca, Teruel y Zaragoza y 60% en los municipios con población de derecho superior a tres mil habitantes o, en otros municipios de población inferior que por su relevancia territorial lo requieran). Por lo tanto, esta previsión abre posibilidad de reclasificar suelos no urbanizables y surge la duda de cómo se justificará la pérdida del valor de protección del suelo no urbanizable, al menos en una cantidad tan importante.

Artículo 32, apartados 3 y 4. Plan General de Ordenación Urbana. Concepto. 

El Plan General debe concretar el modelo de evolución urbana y ocupación del territorio, ponderando desarrollo y sostenibilidad ambiental y económica, primando la ciudad compacta y debe referirse a un horizonte temporal máximo de gestión de diez años.

No puede modificar el sistema municipal ni supramunicipal de núcleos de población, ni puede prever desarrollos en el horizonte temporal máximo de gestión que impliquen crecimientos cuya ejecución no resulte previsible dentro del mismo.

Con carácter indicativo, el Plan General puede prever los futuros  desarrollos que considere coherentes con el modelo de evolución urbana y ocupación del suelo más allá de su horizonte de gestión, pero la actuación en dichos ámbitos está condicionada a la previa revisión del plan.

El modelo de evolución urbana debe ser específicamente evaluado en el procedimiento de evaluación ambiental del plan general.

Artículos 40 y 48. Documentación de los Planes Generales y Planes Parciales.

Estos artículos no hacen sino adecuarse al artículo 15 de la Ley de suelo, que también es básico, incorporando diversa documentación que debe constar en el proyecto de planeamiento.

Mediante la aceptación de una enmienda presentada por el Partido Popular, se establece que, el estudio de movilidad que analice los flujos previstos que generará la ejecución del planeamiento, conste también  en los proyectos supramunicipales y en la delimitación del suelo urbanizable concertado, requisito que resulta obvio dado que, en principio, en estos casos, estaremos ante actuaciones de gran envergadura e impacto en el territorio. 

Artículo 72. Revisión del Plan General.

En la Disposición Transitoria Cuarta de la ley 8/2007, de suelo, (que tiene carácter básico) se establece que si, transcurrido un año desde la entrada en vigor de la ley, la legislación sobre ordenación territorial y urbanística no estableciere en qué casos el impacto de una actuación de urbanización obliga a ejercer de forma plena la potestad de ordenación, esta nueva ordenación o revisión será necesaria cuando la actuación conlleve, por sí misma o en unión de las aprobadas en los dos últimos años, un incremento superior al 20 % de la población o de la superficie de suelo urbanizado del municipio o ámbito territorial.

Por tanto, hay que entender que la modificación de este artículo se produce en ejecución de la competencia que corresponde a la Comunidad Autónoma.

Se eleva el porcentaje respecto del previsto en la legislación estatal al 30% pero, este aumento no es baladí si tenemos en cuenta, que dicho límite no es de aplicación respecto de las modificaciones para la delimitación y ordenación de sectores residenciales de suelo urbanizable delimitado concertado. 

Artículo 74.4. Requisitos especiales. Procedimiento de modificación del Plan General.

Cuando la modificación de Plan General tenga por objeto incrementar la edificabilidad o densidad o modifique los usos del suelo, debe constar en el expediente, la identidad de todos los propietarios de las fincas afectas durante los cinco años anteriores a su iniciación.

Este apartado es copia casi textual del artículo 70 ter.3 de la LBRL, en la redacción dada por la DA 9ª.2 de la Ley 8/2007 de suelo que dispone que “Cuando una alteración de la ordenación urbanística, que no se efectúe en el marco de un ejercicio pleno de la potestad de ordenación, incremente la edificabilidad o la densidad o modifique los usos del suelo, deberá hacerse constar en el expediente la identidad de todos los propietarios o titulares de derechos reales sobre las fincas afectadas durante los cinco años anteriores a su iniciación, según conste en el registro o instrumento utilizado a efectos de notificaciones a los interesados de conformidad con la legislación en la materia”.

La legislación autonómica se refiere al registro de la propiedad o al catastro. El único instrumento que reconoce titularidades o derechos reales es el Registro de la Propiedad, cuyas inscripciones gozan del principio de fe pública y protegen al tercero de buena fe. El catastro, como dispone el artículo 1 del Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, es un registro administrativo en el que se describen los bienes inmuebles rústicos, urbanos y de características especiales, esto e, solo es un registro que describe la configuración física de una finca, pero no es título admitido en derecho para atribuir la propiedad de los suelos. 

Artículo 83, apartados 2 y 4. Convenios sobre planeamiento.

Tras la aceptación de una enmienda presentada por Izquierda Unida se modifica el apartado 2 de este artículo en el sentido de que los convenios de planeamiento, pasan a tener aprobación bifásica (inicial y definitiva), y en ambos casos, la competencia es del Pleno de la Corporación, con lo que el procedimiento de tramitación se ralentiza, porque con la legislación anterior el acuerdo de sometimiento a información pública previo a la aprobación única del convenio podía ser adoptado por el Alcalde, en virtud de la competencia residual.

En el apartado 4º se establecen los casos en que son nulos de pleno derecho los convenios con particulares.

El art. 16.3 de la ley 8/2007 ya establece un supuesto de nulidad de convenios pero, parece más acertada, por concreta, la redacción introducida por la legislación autonómica que, además, sigue las indicaciones de la jurisprudencia del Tribunal Supremo.

Artículo 84, apartado 2. Convenios de gestión.

La nueva regulación varía respecto a la hasta ahora vigente en los siguientes aspectos:

1º Incorpora la regulación del artículo 16.1.b) de la Ley 8/2007 y no admite la sustitución económica si el aprovechamiento correspondiente al Ayuntamiento es en vivienda protegida. La cantidad sustitutoria en metálico queda siempre afecta a la construcción de vivienda protegida o a equipamientos públicos.

2º Elimina la excepcionalidad de la regulación anterior porque ya no dice “siempre de manera excepcional”, aunque sigue siendo facultativa “el municipios podrá”, como no podía ser de otra forma tratándose de una figura convencional.

3º Exige incluir en el expediente “valoración de dicho aprovechamiento realizada por sociedades de tasación independientes”.

Respecto de esta exigencia pueden plantearse distintas cuestiones. ¿Quiere decir que, pese a que el municipio tenga técnicos suficientemente cualificados, debe estarse a lo que diga esta valoración de una sociedad privada?. Parece que el legislador olvida que los informes de los funcionarios gozan de presunción de certeza y, sobre todo y más importante, de objetividad.

Entendemos que el municipio respectivo puede efectuar una valoración contradictoria y, si ésta es superior, en garantía de los intereses públicos, deberá estarse a la valoración municipal. Hay que tener en cuenta que se trata de un convenio que se firma entre dos partes y si una de ellas, en este caso el Ayuntamiento, no está de acuerdo con la valoración estará en su derecho de no continuar la tramitación del convenio y exigir el importe del aprovechamiento urbanístico en suelo.

De otro lado, ¿quién debe abonar el coste generado por la realización de esa valoración por parte de una sociedad de tasación independiente y privada?. Si la paga el particular, la independencia puede ser más que cuestionable y si la tiene que sufragar el Ayuntamiento, ¿debe incluir el coste en la valoración final del aprovechamiento?. 

La contratación de esa sociedad de tasación deberá efectuarse por los procedimientos de contratación pública, acudiendo al actual contrato de consultoría y asistencia técnica o al de servicios previsto en la nueva Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público y, sabido es que debe justificarse debidamente la insuficiencia, la falta de adecuación o la conveniencia de no ampliación de los medios materiales y personales con que cuenta la administración para cubrir las necesidades que trata de satisfacer a través de dicho contrato; justificación que resultará más que discutible en el caso de que se trate de un Municipio capital de Provincia.

Artículos 85. Constitución de los Patrimonios Públicos del Suelo.

La Administración de la Comunidad Autónoma y los municipios que dispongan de Plan General deben constituir el patrimonio público del suelo. Se introducen tres nuevos apartados en este artículo.

Uno, relativo a que se entiende constituido por ministerio de la ley si, transcurrido un año desde la aprobación del PGOU, no ha tenido lugar su constitución.

Los otros dos apartados atribuyen al Consejero competente la facultad de dispensar a los municipios con población de derecho inferior a dos mil habitantes de dicha obligación. Dicha exención queda sin efecto si durante cinco años consecutivos se supera el umbral demográfico.

Este artículo entra en colisión con lo dispuesto en la Disposición Transitoria Octava. En esta disposición, se establece que si transcurrido un año desde la entrada en vigor del Decreto-Ley 2/2007, los municipios obligados a su constitución, es decir, los que cuenten con plan general, no lo han constituido, se entiende constituido por ministerio de la ley. Si no se ha constituido ¿qué momento se considera ope legis, el de un año desde la aprobación del Plan general o el de un año desde la entrada en vigor del Decreto-Ley?.

También resulta chocante la regulación del apartado segundo de esta Disposición Transitoria al extender la obligación de constituir el patrimonio municipal del suelo a los municipios que disponen de normas subsidiarias municipales aunque no hayan sido adaptadas como plan general. ¿Por qué no se ha establecido tal obligación en el art. 85 de la LUA y no a través de una disposición transitoria?. ¿Cómo concuerda la previsión de que, en defecto de acto municipal de constitución, el patrimonio municipal se entenderá constituido una vez transcurran seis meses desde la entrada en vigor del Decreto-Ley 2/2007 y la posibilidad de exención de su constitución por parte del Consejero competente prevista en el art. 85?.

Artículo 86. Naturaleza Jurídica. 

Se modifica el apartado primero de este precepto detallando los usos propios del destino del patrimonio del suelo. Se amplía notoriamente el destino de los ingresos obtenidos mediante la enajenación de terrenos y sustitución del aprovechamiento correspondiente a la administración.

De todos los supuestos señalados resulta chocante el previsto en el apartado a) “Obras de urbanización en suelo urbano”. 

El Decreto Ley 2/2007 se refería a “obras de urbanización” sin especificar la clase de suelo. Esta concreción se debe a la aceptación de una enmienda presentada por el grupo parlamentario de CHA.

La pregunta que surge es ¿a qué tipo de suelo urbano se refiere?. Sabido es que en suelo urbano consolidado no cabe la formulación ni aprobación de proyectos de urbanización, salvo para la ejecución directa de los sistemas generales. En esta clase de suelo, las necesidades de urbanización se resuelven mediante proyectos de obras ordinarias.

Si optamos por el suelo urbano consolidado estaríamos ante una redundancia teniendo en cuenta que en la letra b) se prevé el destino para la ejecución de dotaciones locales en suelo urbano consolidado o de sistemas generales.

Por lo tanto, deberemos entender que estamos ante una incorrección técnica o que el apartado a) solo es aplicable en el supuesto de ejecución de obras de urbanización en suelo urbano no consolidado. 

Con esta nueva redacción se elimina la posibilidad prevista en el DL 2/07 de destinar los ingresos obtenidos mediante la enajenación del PMS a la urbanización de sistemas generales en suelo no urbanizable y a la urbanización de actuaciones sitemáticas.

Artículo 87.- Bienes integrantes.

La modificación principal de este artículo es la que se realiza en el apartado b) al incluir, con relación a los terrenos obtenidos como consecuencia de cesiones o expropiaciones urbanísticas de cualquier clase, el siguiente inciso “... salvo que los terrenos cedidos estén afectos al establecimiento de sistemas generales o dotaciones locales públicas en tanto se mantenga la afección”. Debe entenderse como una corrección de carácter técnico puesto que es obvio que dichos terrenos afectos no tienen la naturaleza de patrimoniales sino de dominio público.

En el apartado c) se amplía la posibilidad de adquisición de  terrenos para su integración en el patrimonio del suelo al poder serlo cualesquiera sin que tengan que estar clasificados como no urbanizables. 

Artículo 89. Destino.

Se introduce un nuevo apartado tercero que reglamenta el régimen de disposición de los terrenos o aprovechamientos de los patrimonios públicos del suelo dependiendo del uso a que estén destinados.

Si se trata de terrenos destinados a usos residenciales sin concretar que lo sea de vivienda protegida, el procedimiento de enajenación es el de permuta.

En el caso de que se trate de terrenos destinados a vivienda protegida deben enajenarse mediante el procedimiento de concurso, sin perjuicio de la cesión directa entre administraciones. 

Cuando se trate de terrenos que el planeamiento destine a usos no residenciales, se enajenarán por los procedimientos previstos en los artículos siguientes (cesión onerosa mediante concurso, cesión gratuita, cesiones entre administraciones públicas y constitución de derechos de superficie).

En una correcta técnica legislativa este apartado tercero debía haber pasado a ser segundo y el segundo (en el que se admite el procedimiento de subasta), que no se modifica, tercero. 

Artículo 92. Cesiones entre Administraciones.

Este precepto se modifica solamente suprimiendo la palabra “respectivas” delante de “entidades instrumentales” y añadiendo el inciso “u otras infraestructuras”.

Artículo 102. Aprovechamiento en suelo urbano.

En suelo urbano consolidado no hay cesión del 10 % del aprovechamiento al municipio. Aclara la redacción anterior que inducía a error porque no se sabía exactamente que eran las operaciones de “reforma integral en suelo urbano no consolidado”.

En el caso de operaciones de rehabilitación, la regulación es la misma que antes, si bien se refiere a “actuaciones aisladas de rehabilitación”.

En suelo urbano no consolidado, hay obligación de ceder el 10% del aprovechamiento urbanístico en todo caso. 

A este respecto, la Disposición Transitoria Sexta dispone que los artículos 102 y 103 no serán de aplicación cuando a la entrada en vigor del Decreto-Ley se haya aprobado inicialmente el proyecto de reparcelación.

Esta Disposición Transitoria fue modificada tras aceptarse una enmienda presentada por Izquierda Unida. En el Decreto-ley se establecía que lo dispuesto en los artículos 102 y 103 no sería de aplicación cuando a la entrada en vigor del mismo se hubiera aprobado inicialmente el proyecto de reparcelación, el proyecto expropiatorio o el proyecto de obras ordinarias correspondientes a la actuación de que se trate o se hubiese otorgado licencia condicionada a la simultánea ejecución de la urbanización.

Al aceptarse la enmienda presentada se mejora notablemente la redacción del precepto ya que la previsión del Decreto-ley no era técnicamente correcta puesto que la cesión del 10% del aprovechamiento correspondiente al municipio solo es posible exigirla en el proyecto de reparcelación. 

En el sistema de actuación por expropiación todos los terrenos son obtenidos por la Administración actuante que es la que ejecuta las obras de urbanización y, en su caso, las de edificación (art. 132 LUA). Esto significa que no hay cesión de aprovechamiento al municipio.

El proyecto de obras ordinarias, según dispone el artículo 98 de la Ley Urbanística de Aragón, se prevé solamente en suelo urbano consolidado (no en el no consolidado). Si quería referirse al proyecto de urbanización, habitualmente el proyecto de urbanización es posterior al proyecto de reparcelación y en cualquier caso, entre su objeto (art. 97) no está el de la justa distribución de beneficios y cargas, que es objeto exclusivo del proyecto de equidistribución.

Por la misma razón tampoco se comprendía la referencia a la licencia de obras, porque en caso de que ésta sea simultánea a la urbanización, el artículo 41 del RGU exige el requisito, entre otros, de la firmeza en vía administrativa del instrumento de reparcelación.

Por último, en ejercicio de la competencia legislativa autonómica que se atribuye en el art. 16.1.b) de la Ley 8/2007, por la que se permite excepcionalmente la reducción o incremento del porcentaje de cesión de forma motivada y proporcionada hasta alcanzar un máximo del 20%, se introduce en este art. 102 esta posibilidad, a través del plan general, en aquellos ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior al medio de los restantes del suelo urbano no consolidado.

Artículo 103. Aprovechamiento en suelo urbanizable.

Se añade un nuevo apartado tercero, quedando el actual tercero como cuarto. Esta adición consiste en introducir la misma previsión a través del plan general que la operada respecto del suelo urbano no consolidado. En este tipo de suelo se podrá incrementar el porcentaje de aprovechamiento de cesión hasta alcanzar un 20% pero no puede reducirse el porcentaje en ningún caso.

Artículo 121, apartado 4. Elección del sistema de actuación.

Con la inclusión de un nuevo apartado 4º se añade la posibilidad de que cualquier persona puede instar ante el Ayuntamiento la declaración de incumplimiento de los plazos aplicables en el sistema de compensación y su sustitución por el de concesión de obra urbanizadora. No obstante, el Municipio podrá optar entre la fijación de ese sistema de actuación o por el de expropiación o cooperación.

Artículo 212. Ausencia de Plan General en los pequeños municipios.

En concordancia con la Disposición Derogatoria Única, que deroga expresamente el apartado b) del artículo 214 y los artículos 215 a 219, se suprime en este artículo 212 el inciso “reconociéndose entre ambos una zona periférica formada por el área de terreno situada a una distancia igual o inferior a cien metros medidos desde las últimas edificaciones integradas en suelo urbano, siempre que no deba clasificarse como suelo no urbanizable especial”. 
3. Modificación de la Ley 24/2003, de medidas urgentes de política de vivienda protegida.

Artículo 5. Reserva de terrenos para la construcción de viviendas protegidas.

En el apartado b) se añade, en el caso de municipios con una población de derecho superior a 3.000 habitantes, la obligación de reservar para vivienda protegida los terrenos equivalentes, al menos, al 30% de la edificabilidad residencial prevista en suelo urbanizable y en suelo urbano no consolidado (antes afectaba a los municipios de más de 5.000 habitantes y la reserva a realizar era del 20% en suelo urbanizable y del 15% en suelo urbano no consolidado). 

Mediante Orden del Consejero competente en materia de vivienda se puede extender la reserva mínima a otros municipios de población inferior que por su relevancia territorial lo requieran. La reserva a realizar puede ser inferior al 30% pero, en todo caso, por encima del 10% en aquellos municipios de población inferior a 3.000 habitantes que no sean colindantes con capitales de Provincia cuando esté justificado por razones turísticas, ambientales o de escasez o satisfacción de la demanda de vivienda protegida. 

En el art. 5.2 se regulan las reglas para el establecimiento de las reservas:

· El planeamiento que establezca la ordenación pormenorizada (plan especial o plan parcial) debe fijar los terrenos precisos para la calificación correspondiente al uso de vivienda protegida de Aragón.

· El porcentaje de reserva de edificabilidad residencial se aplica sobre el número total de viviendas del ámbito y

· La cesión de aprovechamiento que corresponda al municipio debe calcularse aplicando el porcentaje procedente a la totalidad de los productos inmobiliarios resultantes de la actuación, salvo que medie acuerdo con el municipio correspondiente.

El mayor cambio normativo en este artículo 5 se produce con la adición de un nuevo apartado 3, que prohibe la aprobación inicial de planes urbanísticos que establezcan la ordenación pormenorizada incumpliendo el régimen de reservas, sin previo acuerdo de exención del Gobierno de Aragón (a propuesta del Consejero competente bien por propia iniciativa o a petición del municipio interesado). 

Sólo puede eximirse de la reserva, de manera excepcional y motivada, en los supuestos que se contemplan: ámbitos sujetos a actuaciones a de renovación o reforma interior o, en ámbitos distintos a los anteriores pero, siempre que quede garantizado en el instrumento de ordenación en cumplimiento íntegro de la reserva dentro de su ámbito territorial.

La exención puede ser parcial o total y debe compensarse necesariamente, en el mismo porcentaje, en otros ámbitos del municipio, en la misma o diferente clase de suelo. En estos casos, la aprobación del planeamiento de desarrollo del ámbito exento comporta la imposición al ámbito en que haya de localizarse la reserva, como determinación del plan general y sin necesidad de modificar éste.

La calificación de suelo con destino a vivienda protegida tiene el carácter de permanente (art. 5.4).

De otro lado, se establece como causa expropiandi el incumplimiento de plazos de edificación por parte del propietario de terrenos destinados por el planeamiento a vivienda protegida. En estos casos, el justiprecio se determina conforme a la regla valorativa establecida en el art. 23 de la Ley 8/2007 (valoración del suelo urbanizado) y puede acudirse a la expropiación con beneficiario seleccionado mediante concurso público (art. 5.5).

En el apartado 6 se indica que el coeficiente de ponderación del uso residencial de vivienda protegida debe fijarse en el planeamiento y debe ser único para todas las tipologías.

Mediante Orden del Consejero competente, se establecerán coeficientes de ponderación supletorios a los fijados por el planeamiento. A este respecto, debemos indicar que “supletoriedad” significa regulación en defecto de otra existente; razón por la cual no se entiende que se establezcan con ese carácter porque entonces no son supletorios sino adicionales o complementarios.

Artículo 8. Calificación como actuación protegida.

Se crea un nuevo apartado tercero relativo al valor de los terrenos acogidos al ámbito de protección. Éste, sumado al importe total del presupuesto de las obras de urbanización, no puede exceder del 20% o del 30%, en el caso de viviendas de precio tasado, de la cifra que resulte de multiplicar el precio máximo de venta por metro cuadrado que resulte de aplicación por la superficie útil de las viviendas y demás edificaciones protegidas.

Artículo 19 bis. Regímenes especiales de vivienda en alquiler. 

Se crea una nueva sección tercera, en el capítulo tercero del Título I. 

En los supuestos contemplados en este artículo se permite la adjudicación directa de la vivienda en alquiler o mediante entidad interpuesta sin que sea preciso cumplir los requisitos de inscripción en el registro de solicitantes de viviendas protegidas de Aragón ni la inscripción previa de los adjudicatarios.

Artículo 44. Infracciones muy graves.

En concordancia con la prohibición establecida en el art. 8.3, se tipifica como infracción muy grave, la enajenación de los terrenos destinados a vivienda protegida por un precio superior. 

4. Disposición Adicional.

Se añade un nuevo apartado 3º, pasando el anterior a ser el 4º. Con esta inclusión se respeta el principio de autonomía local puesto que la inclusión de sectores de suelo urbanizable delimitado concertado en el Catálogo requiere convenio entre el municipio afectado y la Comunidad Autónoma, en todo caso.

5. Disposiciones Transitorias:

Primera. Instrumentos urbanísticos vigentes.

Las disposiciones de esta ley no son aplicables a los instrumentos de planeamiento vigentes a la entrada en vigor del Decreto-Ley 2/2207, esto es, aquellos que estén aprobados definitivamente pero, añade que “continuarán aplicándose en los contenidos que no sean contrarios al mismo y se adaptarán a la presente ley cuando se proceda a su revisión”

La aplicación del principio de irretroactividad de las leyes enunciado en un primer momento, quiebra cuando añade “sin perjuicio de las disposiciones transitorias segunda (alusión que debe considerarse redundante, porque en el caso de que el planeamiento vigente se modifique, por supuesto que le será de aplicación la legislación vigente en el momento de la modificación -art. 72, 2 y 3-), tercera (innecesaria remisión porque ésta se refiere a los instrumentos en trámite), cuarta (para el suelo urbanizable no delimitado en caso de que se trate de planes parciales que no han sido aprobados a fecha de entrada en vigor de la ley; también innecesaria la mención), sexta ( los cesión del 10%, no aplicable a los instrumentos de reparcelación aprobados inicialmente antes de la entrada en vigor del Decreto-Ley) y novena (aplicación de la reserva de vivienda protegida)”.

Por lo tanto, en nuestra opinión esta ley no es aplicable a los instrumentos de planeamiento aprobados definitivamente antes de su entrada en vigor, en ningún caso, con independencia de las salvedades mencionadas.

Respecto a la regulación establecida en el Decreto-ley y, tras la aceptación de una enmienda presentada conjuntamente por los grupos parlamentarios socialista y del partido aragonés, se añade en la ley un apartado 3º en esta disposición transitoria, relativa a que continuarán siendo de aplicación, hasta que se proceda a su revisión, los coeficientes de ponderación de vivienda protegida  fijados por el plan general vigente. No obstante, mediante modificación del plan general pueden unificarse dichos coeficientes.

Este apartado hay que ponerlo en relación con lo dispuesto en el art. 5.3.6 de la Ley de vivienda protegida que obliga a que sea único para todas las tipologías.

En concreto, el PGOU de Zaragoza fija distintos coeficientes de ponderación de uso residencial según sea, vivienda libre 1, vivienda  protegida régimen general 0,5 o vivienda protegida de régimen especial 0,3. 

Segunda. Modificaciones de instrumentos urbanísticos vigentes.

Esta disposición transitoria, establece que el artículo 72, apartados 2 y 3 de la ley, relativos a la consideración de revisión del planeamiento o modificación sustancial del mismo, será aplicable a las modificaciones de los instrumentos de planeamiento que se aprueben inicialmente a la entrada en vigor del decreto ley 2/2007.

Tercera. Régimen aplicable a los instrumentos de ordenación urbanística en tramitación.

Cabe decir lo mismo que hemos dicho respecto de la DT 1ª, en el sentido de que no resulta congruente decir que no se aplica a los instrumentos de planeamiento en trámite cuya aprobación inicial se hay producido antes de la entrada en vigor del decreto ley y, posteriormente, se deje a salvo las disposiciones transitorias 4ª, 6ª y 9ª.

Quedan en igual posición los instrumentos de planeamiento (planes especiales y parciales) que hubiesen sido aprobados inicialmente que los que todavía no habían alcanzado tal aprobación y, la referencia a la disposición transitoria sexta es de todo punto superflua porque en suelo urbano no consolidado, si se ha aprobado inicialmente el proyecto de reparcelación, salvo que se haya acordado la  tramitación conjunta del instrumento de ordenación y de gestión, es de suponer que el plan especial estará aprobado definitivamente.

Cuarta. Régimen transitorio del suelo urbanizable.

Esta disposición transitoria es consecuencia de una enmienda presentada conjuntamente por los grupos parlamentarios socialista y del partido aragonés y cambia sustancialmente respecto de la dicción establecida en el Decreto-Ley 2/2007.

Con la redacción dada por el Decreto-ley no podían aprobarse planes parciales que delimitarán sectores en suelo urbanizable no delimitado, en tanto no se incorporara al planeamiento general el modelo de evolución urbana y ocupación del territorio regulado en los arts. 32.3 y 4. Se entendía que la regla general era la incorporación mediante una revisión del plan general, puesto que se admitía como excepción la incorporación mediante el procedimiento de modificación.

La regulación cambia sustancialmente. Es obligatorio el informe favorable y vinculante del órgano autonómico (sin especificar cuál sea el órgano competente que deba informar), bien antes de la aprobación inicial, si ésta no se ha producido, bien antes de la definitiva. El plazo de emisión es de tres meses, a los que habrá que añadir los otros tres meses de informe de la CPOT.

Esto supone duplicar los trámites de forma innecesaria porque éste informe podría ser simultáneo al preceptivo antes de la aprobación definitiva que regula el art. 53.2 de la LUA.

Ahora bien, supone, desde nuestro punto de vista, una importante vulneración del principio de autonomía municipal puesto que este nuevo informe no sólo es preceptivo sino también vinculante. 

Quinta. Régimen aplicable a los proyectos supramunicipales. 

A estos instrumentos aprobados antes de la entrada en vigor del DL no les resulta de aplicación lo dispuesto en la ley. Es curioso que este criterio, que respeta escrupulosamente el principio de irretroactividad de las leyes, no se haya adoptado para los instrumentos de planeamiento aprobados (DT 1ª).

Sexta y octava. Ya han sido comentadas a lo largo de este informe.

Séptima. Régimen transitorio de los convenios urbanísticos.

A nuestro juicio, la palabra “suscritos” no añade nada al acto aprobatorio por cuanto el acto por el que surte efectos un convenio es el acuerdo de aprobación. 

Ahora bien, podemos preguntarnos ¿para qué sirve haber aprobado un convenio en suelo urbanizable no delimitado con anterioridad a la entrada en vigor del Decreto-ley, si el instrumento de planeamiento posterior que se tramita en ejecución del mismo no ha sido aprobado con carácter inicial o presentado a trámite antes de la entrada en vigor del Decreto Ley?. La respuesta es obvia, para nada, salvo que en los mismos se prevean los porcentajes de viviendas protegidas establecidas en la ley, o se apruebe mediante acuerdo del Gobierno de Aragón la exención total o parcial en ese ámbito y su imposición a otro.

Novena. Aplicación de la reserva de suelo para vivienda protegida. 

Esta Disposición transitoria ha sido modificada respecto de las previsiones del Decreto ley tras la aprobación de una enmienda conjunta de los grupos parlamentarios socialista y del partido aragonés.

El régimen de reservas se aplica en suelo urbano no consolidado y  en el urbanizable cuando se proceda a la revisión del planeamiento.

Antes de la revisión, la reserva resulta exigible de acuerdo a las siguientes reglas:

· En suelo urbano no consolidado, cuando se modifique el planeamiento incrementando el aprovechamiento o cuando transcurran dos años desde la entrada en vigor del Decreto ley o el que establezca el planeamiento, si es superior, sin que se haya aprobado definitivamente el plan especial y el proyecto de urbanización.

· En el suelo urbanizable, que cuente con plan parcial inicialmente aprobado a la entrada en vigor del Decreto ley, no se aplica el régimen de reservas salvo que se modifique el plan general o parcial incrementando el aprovechamiento o que transcurra un año desde la entrada en vigor del Decreto ley o, el que establezca el plan general si fuera superior, y no se haya aprobado definitivamente el plan parcial y el proyecto de urbanización.

· En suelo urbanizable que no contase con plan parcial inicialmente aprobado a la entrada en vigor del Decreto ley, se aplica el régimen de reservas.

Décima. Régimen especial de capitalidad. 

El cumplimiento íntegro de la reserva exigible, dentro del plan general, debe acreditarse en el expediente de planeamiento afectado, sea plan parcial o especial y, la autorización de exención, se entiende implícita en el informe que emita la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio.

Este régimen especial se prevé en tanto no se establezca el régimen especial de capitalidad previsto en el art. 87 del Estatuto de Autonomía.

A estos efectos hay que tener en cuenta que el Plan General de Zaragoza, adaptado a las previsiones y mandatos de la ley urbanística de Aragón, fue aprobado por el Consejo de Ordenación del Territorio de Aragón en el año 2001 y se quedó enterado del texto refundido en 2002. Actualmente, un nuevo texto refundido del Plan General, que incorpora las modificaciones introducidas por el estimación de recursos de alzada, correcciones de error y modificaciones posteriores del Plan General, se encuentra pendiente de informe por parte del órgano autonómico.

Se entiende que el Plan General, a los efectos previstos en el art. 32.3 y 4, incorpora el modelo de evolución urbana y ocupación del territorio sin que resulte de aplicación la disposición transitoria cuarta. Esto es, con anterioridad a la aprobación inicial de un plan parcial en suelo urbanizable no delimitado, el Ayuntamiento de Zaragoza no necesita solicitar informe preceptivo y vinculante al órgano competente de la Comunidad Autónoma.

Tampoco es necesaria la autorización del Gobierno de Aragón para la aplicación del régimen de exención de reservas establecido en el art. 5.3.b). El cumplimiento íntegro de la reserva exigible dentro del plan general debe acreditarse en el expediente de planeamiento afectado, sea plan parcial o especial, y la autorización de exención se entiende implícita en el informe que emita la Comisión Provincial de Ordenación del Territorio.

Esta excepcionalidad ha sido muy comentada e incluso criticada. Se ha llegado a decir que conlleva la no aplicación del nuevo régimen urbanístico en la ciudad de Zaragoza. Afirmación de todo punto incierta porque solo se refiere al suelo urbanizable no delimitado. 

El Plan General de Zaragoza ya establece con carácter general la obligación de efectuar en este tipo de suelo una reserva mínima del 25% de la edificabilidad real total para vivienda protegida. En casi todos los sectores dicho porcentaje se ha superado e, incluso de han aprobado planes parciales que destinan la mayor parte de su edificabilidad a viviendas protegidas, como en Valdespartera y Arco sur.

Undécima. Límites de repercusión de suelo sobre vivienda protegida.

La aprobación de esta nueva disposición transitoria se debe a la aceptación de una enmienda conjunta de los grupos parlamentarios socialista y del partido aragonés.

Así como resulta entendible, por el principio de irretroactividad de las leyes, la previsión del apartado a), que señala que el límite de repercusión de suelo no es de aplicación cuando se trate de promociones que se desarrollen en suelos adjudicados, mediante concurso público o enajenación directa, por cualquier administración o empresa pública antes de la entrada en vigor del Decreto-Ley, no resulta predicable lo mismo, respecto del apartado b), que también excepciona a aquellas promociones que se desarrollen sobre suelos adquiridos antes de la entrada en vigor del Decreto-Ley, siempre que la compraventa y el precio puedan acreditarse mediante documento público, liquidación tributaria o instrumento análogo.  

6. Disposición Derogatoria Única: 

No se entiende que la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar esta ley justifique la derogación de los artículos 215 a 219 de la Ley Urbanística de Aragón, que regulaban la zona periférica de los pequeños municipios. Tampoco se justifica esta eliminación en la Exposición de Motivos de la misma. 

También se deroga de manera expresa el art. 153.4, que establecía un orden de preferencia para la subrogación en la posición del urbanizador que hubiera resultado adjudicatario, en coherencia con la adicción que efectúa al art. 121 de la LUA. La disposición adicional quinta de la Ley 7/2006, de 22 de junio de protección ambiental de Aragón (planes integrales específicos que requirieran la ocupación de más de tres hectáreas de terreno o exijan una superficie construida superior a cinco mil metros cuadrados y se ubiquen en suelo no urbanizable) y el acuerdo del Gobierno de Aragón de 26 de abril de 2005, que establecía el régimen transitorio del procedimiento y contenido de los planes integrales específicos, publicado por Orden del Departamento de Medio Ambiente el 12 de mayo de 2005. 

K) CASTILLA LA MANCHA

Decreto 35/2008, de 11 de marzo, por el que se regulan los órganos en materia de ordenación territorial y urbanística de la Junta de Comunidades de Castilla- La Mancha. (DOCM  14/3/2008)

M) NAVARRA

Ley Foral 4/2008, de 25 de marzo, por la que se modifica el apartado 2 de la disposición transitoria sexta de la ley Foral 35/2002, de 20 de diciembre, de ordenación del territorio y urbanismo. (BON 4/3/2008)

N) EXTREMADURA

Decreto 6/2008, de 25 de enero, de medidas tendentes a mejorar el funcionamiento del Registro de Demandantes del Plan Especial de Vivienda y a simplificar los trámites del procedimiento de sorteo. (DOE 1/2/2008) 

Decreto 56/2008, de 28 de marzo, por el que se establece la habilitación urbanística de los suelos no urbanizables para instalaciones de energía eléctrica  a partir de energía eólica en la Comunidad Autónoma de Extremadura. (DOE 3/4/2008) 

O) ISLAS BALEARES

Decreto Ley 1/2007 de 23 de noviembre, de medidas cautelares hasta la aprobación de normas de protección de áreas de especial valor ambiental para las Islas Baleares, convalidado por acuerdo del pleno del Parlamento de las Islas Baleares de fecha 11 de diciembre de 2007.(BOIB 24/11/2007).

Q) CASTILLA Y  LEON

Decreto 6/2008, de 24 de enero, de modificación del Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (BOC y L 25/1/2008)

Decreto 8/2008, de 31 de enero, por el que se establece el plazo de vigencia de determinadas licencias ambientales y se regula el procedimiento de renovación de las licencias ambientales. (BOC y L 6/2/2008).

II ) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES

1.- TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

El periodo temporal considerado para la emisión de este informe es el de las sentencias del Alto Tribunal desde octubre de 2007 a marzo de 2008.

· Sentencia 243/2007, de 10 de diciembre de 2007. Recurso de amparo 5025/2004 contra la resolución del Alcalde del Ayuntamiento de Benidorm de imposición de sanción de 601 euros, clausura del establecimiento y suspensión de licencia de apertura por tiempo de 6 meses y contra la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Alicante de 24 de mayo de 2004 desestimatoria del recurso deducido contra aquélla.

Se cuestiona si la resolución municipal por la que se sancionó a la entidad demandante como autora de una infracción administrativa recogida en el art. 23 i) de la Ley Orgánica 1/1992 sobre protección de la seguridad ciudadana por tolerar el consumo de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas en un establecimiento público, así como la Sentencia de instancia vulneraron o no los derechos de la demandante a la presunción de inocencia y a la legalidad sancionadora (arts. 24.2 y 25.1 CE).

“… Desde la STC 18/1981, de 8 de junio (FJ 2), hemos declarado la aplicabilidad a las sanciones administrativas, no sólo de los principios sustantivos derivados del art. 25.1 CE (considerando que los principios inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos matices, al Derecho administrativo sancionador, dado que ambos son manifestaciones del ius puniendi del Estado), sino que también hemos proyectado sobre las actuaciones dirigidas a ejercer las potestades sancionadoras de la Administración las garantías procedimentales ínsitas en el art. 24.2 CE; no mediante su aplicación literal, sino en la medida necesaria para preservar los valores esenciales que se encuentran en la base del precepto y la seguridad jurídica que garantiza el art. 9.3 CE. En particular, respecto del derecho a la presunción de inocencia, este Tribunal ha declarado con reiteración que “rige sin excepciones en el ordenamiento administrativo sancionador, garantizando el derecho a no sufrir sanción que no tenga fundamento en una previa actividad probatoria sobre la cual el órgano competente pueda fundamentar un juicio razonable de culpabilidad” (por todas, STC 341/1993, de 18 de diciembre, dictada en el recurso de inconstitucionalidad relativo a la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de protección de la seguridad ciudadana, aplicada en el procedimiento administrativo sancionador aquí sometido a enjuiciamiento).

Cuestiona los medios de prueba de los que dispuso el órgano administrativo a la hora de dictar la resolución sancionadora, que únicamente fueron dos denuncias formuladas por los agentes de la policía local, y no se propició en el seno de procedimiento administrativo la ratificación de tales denuncias, según dispone el art. 37 de la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, de protección de la seguridad ciudadana, sino que la ratificación de los agentes denunciantes sólo se produjo una vez que la resolución sancionadora había sido dictada y se encontraba pendiente del recurso contencioso-administrativo oportunamente interpuesto.

Además, al tiempo de imponerse la sanción tampoco se contaba con el análisis de las sustancias ocupadas en las dos intervenciones policiales de cuya naturaleza estupefaciente se deriva la conclusión de que en el establecimiento de la entidad recurrente se tolera su consumo, que es, a la postre, la infracción por la que se impuso la sanción. 

Estas dos razones conducen a la estimación de la demanda de amparo, pues el análisis externo propio de esta jurisdicción constitucional acerca del material probatorio en el que encuentra soporte la sanción administrativa impuesta revela su clara insuficiencia para desvirtuar la presunción de inocencia; con la consecuente, anulación de la resolución administrativa sancionadora, como forma de restablecimiento del derecho fundamental vulnerado, y la de la Sentencia que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto contra ella.

2.- TRIBUNAL SUPREMO

· Sentencia de 13 de noviembre de 2007. Recurso nº 654/2004 interpuesto contra la sentencia dictada por Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (Valladolid) el 7 de octubre de 2003 sobre impugnación de normas subsidiarias.

Esta sentencia aclara que el artículo 25 de la Ley 25/88 de Carreteras que establece una línea límite de edificación de 25 metros a contar desde la arista exterior de la calzada en las carreteras ordinarias, no debe tomarse en consideración a efectos de clasificación del suelo, porque la ley de carreteras no dice que en esa franja de terreno el suelo haya de clasificarse como no urbanizable, (o como urbanizable o como urbano). 

El suelo tendrá la clasificación que le corresponda o la que el planificador le de con arreglo a la normativa urbanística, sin que el art. 25 de la Ley de Carreteras imponga una concreta clasificación. De suerte que si el suelo es urbano, (porque tiene los servicios correspondientes o está consolidado por la edificación) habrá de ser clasificado como urbano, con independencia de que esté sometido a la limitación sectorial de no poder ser edificado.

· Sentencia de 13 de diciembre de 2007 (sin asignación de nº Aranzadi). Recurso nº 10409/2003 interpuesto contra la sentencia dictada por Tribunal Superior de Justicia de Madrid el 4 de noviembre de 2003 por la que se desestimó el interpuesto contra la aprobación definitiva del cambio del sistema de actuación de las unidades industriales 1 y 2 y el convenio urbanístico suscrito con los propietarios afectados. 

El Tribunal Supremo declara haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia de instancia que resolvió una cuestión de fondo que gira en torno a si el procedimiento por el que se sustituye un sistema de actuación por otro -en relación con unidades de actuación que, sin embargo, no resultan alteradas- ha de seguir necesariamente los trámites previstos para la aprobación del planeamiento, esto es, aprobación inicial, información pública y aprobación definitiva.

En relación con ello resuelve el Alto Tribunal que, conforme a su doctrina jurisprudencial consolidada, la modificación del plan será precisa en aquellos casos en que el sistema de actuación estuviera determinado en dicho instrumento. Ello es así, razona la sentencia, porque si la administración ha de justificar el sistema elegido en función de los medios económicos-financieros con los que cuente, iniciativa particular permitida, necesidades de suelo y urgencia de la urbanización, estructura de la propiedad y demás circunstancias concurrentes, parece razonable sostener que, cuando por cualquier circunstancia la opción inicialmente elegida resulta fallida, quede reservada al autor del planeamiento la posibilidad de volver a elegir el sistema de actuación.

Cuando se produzca, pues, una modificación de las previsiones inicialmente concebidas en el plan en el que se fijó el sistema de actuación, dicho instrumento habrá de ser modificado, lo que no podrá hacerse sino a través del procedimiento establecido. 

Sobre este particular debe señalarse que la Ley urbanística, en su artículo 121.3 no prevé dicho procedimiento ya que señala que cuando un sistema de actuación indirecta no estuviese siendo desarrollado conforme a los plazos fijados en el planeamiento para el cumplimiento de los deberes de cesión, equidistribución y urbanización, se considerara justificada su sustitución, que se acordará por el Ayuntamiento Pleno, previo sometimiento a información pública y audiencia de los interesados por plazo común de veinte días. 

Sí admitía la posibilidad de modificación del sistema a petición de los interesados el artículo 155 del Reglamento de Gestión Urbanística. Ya hemos comentado más arriba que, con motivo de la inclusión de un nuevo apartado 4º en el artículo 121, se añade la posibilidad de que cualquier persona pueda instar ante el Ayuntamiento la declaración de incumplimiento de los plazos aplicables en el sistema de compensación y su sustitución por el de concesión de obra urbanizadora. No obstante, el Municipio podrá optar entre la fijación de ese sistema de actuación o por el de expropiación o cooperación.

· Sentencia de 3 de enero de 2008, recurso nº 697/2004. Recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de La Rioja de fecha 5 de noviembre de 2003 por la que se desestimó el interpuesto contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Villamediana de Iregua que aprobó definitivamente la modificación de la reparcelación del sector R-2.

Lo interesante de esta sentencia es que recuerda que los coeficientes de homogeneización deben preverse en los instrumentos de planeamiento. No pueden aplicarse estos coeficientes en el proyecto de reparcelación si antes no se ha tenido la previsión de incluirlos en el plan.

“… y el error de los recurrentes deriva de la insistencia en su pretensión de proceder a la aplicación de los denominados criterios homogeneización al aprovechamiento urbanístico, cuando, como en la sentencia de instancia se señala con precisión, su aplicación solo se efectúa "para el reparto de cargas, no del aprovechamiento"; según se deduce de lo expuesto por las partes, estos criterios de homogeneización fueron incluidos en la Reparcelación (y como propuesta en las alegaciones de los interesados) a la vista de que las cargas no iban a resultar proporcionadas al aprovechamiento asignado a cada tipología constructiva prevista en el planeamiento (esto es, residencial, no residencial planta baja, libre privado o residencial de baja intensidad) y con absoluta igualdad para todos los propietarios, evitando la infracción del principio de equidistribución de beneficios y cargas.

La aplicación de los expresados coeficientes de homogeneización no resultaban de aplicación -a los aprovechamientos- en la Reparcelación que se modificaba -como la sentencia de instancia señala- por cuanto los mismos no estaban contemplados en el planeamiento de aplicación, esto es, en las Normas Subsidiarias de Villamediana de Iregua, así como en el Plan Parcial del Sector R-2; no previstos, pues, en el planeamiento, su introducción en un instrumento de gestión devenía improcedente por carecer de cobertura normativa”.

· Sentencia de 3 de enero de 2008, recurso nº 515/2004. Recurso de casación interpuesto contra la sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco de fecha 29 de octubre de 2003 por la que se estimó en parte el recurso contencioso interpuesto contra el decreto de 24 de abril de 2002 del Ayuntamiento de Bilbao que aprobó un proyecto de reparcelación.

La sentencia trata de las valoraciones en un proyecto de reparcelación y cuales son los concepto objeto de indemnización como gastos de urbanización. En concreto, estudia qué debe incluirse en el concepto de “indemnización por realojo”, y distingue entre “propietarios ocupantes habituales” y “propietarios no ocupantes habituales”., reconociendo a los primeros el derecho al realojo, que no reconoce a los que no eran ocupantes habituales de las viviendas. La sentencia de instancia anuló la inclusión en el proyecto de reparcelación de los denominados “gastos de realojo” al no considerarse como gastos de urbanización; Circunstancia ésta que se ha modificado con la incorporación del artículo 16.e) de la Ley 8/2007, que es básico y que habrá que tener en cuenta en las futuras reparcelaciones, con independencia de que la modificación de la Ley Urbanística de Aragón no lo haya incorporado.

· Sentencia de 16 de enero de 2008. Recurso de casación nº 6145/2004 interpuesto por una entidad mercantil contra la sentencia de 18 de marzo de 2004 de la sala de lo contencioso administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia.

Esta sentencia, que no es novedosa en cuanto a la doctrina que incorpora sobre convenios urbanísticos, sí es interesante si la interpretamos juntamente con la nueva regulación de los convenios urbanísticos resultante del Decreto Ley 2/2007 y de la modificación de la Ley Urbanística de Aragón recientemente aprobada por Ley 1/2008.

La potestad de planeamiento urbanístico no puede verse limitada por los convenios que la Administración concierte con los administrados, por lo que no puede reputarse como urbanizable un suelo clasificado por el planeamiento como no urbanizable con base en la existencia de convenios urbanísticos entre la Administración y otros propietarios de fincas.

En concreto, el fundamento cuarto de la sentencia después de citar la sentencia de 29 de febrero de 2000 concluye que “De la doctrina expuesta debe concluirse con la necesaria desestimación del primer motivo de recurso, pues frente a las determinaciones del Plan General, no es viable la pretensión de oponer lo acordado en convenios urbanísticos, que además no han sido suscritos por la recurrente, por lo que ha de estarse a la clasificación de suelo no urbanizable prevista en el PGOU y no pueden reputarse vulnerados los preceptos citados en el motivo de recurso, resultando sorprendente la mención que se hace a los artículos del Código Civil respecto a la fuerza vinculante de los contratos, cuando la actora no ha suscrito, como la misma reconoce, ningún convenio con la Administración y las posibles indemnizaciones que pudiesen reclamar quienes habiendo suscrito los convenios, considerasen que los mismos resultan incumplidos, son obviamente ajenas al ámbito de este procedimiento”.

Esta sentencia aclara tajantemente que los convenios urbanísticos solo surten efectos entre los firmantes, como no podía ser de otra forma, y no entre aquellas personas que no hayan participado en los mismos. Esta jurisprudencia se recoge en el artículo 16.3 de la Ley 8/2007 de suelo, y en el artículo 83.4.c) de la Ley Urbanística de Aragón, según la redacción dada por el DL 2/2007 y la Ley 1/2008.

· Sentencia de 30 de enero de 2008. Recurso de casación nº 615/2004 interpuesto por el Ayuntamiento de Tarragona contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña sobre aprobación definitiva del proyecto de reparcelación de dos unidades de actuación situadas entre la delimitación de Tarragona y La Canonja.

En esta sentencia se cuestiona la legalidad de la exigencia de la cesión del 10% del aprovechamiento medio al municipio en un suelo urbano que “carece de urbanización” pero que no estaba calificado como “no consolidado” porque la legislación urbanística catalana no había incorporado esta categoría de suelo urbano.

Esta sentencia recuerda que la Ley 6/1998, del régimen del suelo y valoraciones, es básica y es de aplicación directa en las comunidades autónomas, mucho más si éstas no han legislado para proceder a su adaptación y aclara cómo debe interpretarse la legislación estatal y su concreta aplicación en el ámbito autonómico. Asimismo, remite a otra sentencia de 22 de noviembre de 2007, dictada en el recurso de casación 10196/2003.
“CUARTO.- La respuesta a ambos motivos -necesariamente estimatoria- la podemos realizar de forma conjunta y, al proceder a su desarrollo hemos de coincidir con el criterio ya establecido por esta Sala para la cuestión suscitada y contenido, entre otras, en la STS de 22 de noviembre de 2007, dictada en el recurso de casación 10196/2003, y en la que se suscita la misma cuestión que en el supuesto de autos, esto es, si el artículo 14 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones (LRSV) -en el presente supuesto en su apartado 2.c: "Ceder obligatoria y gratuitamente a la Administración actuante el suelo correspondiente al 10 por 100 del aprovechamiento del correspondiente ámbito"- resulta de aplicación en los ámbitos autonómicos -en el presente caso, en Cataluña- en los que su Ordenamiento jurídico propio no ha contemplado la subclasificación prevista en el citado artículo 14 de la LRSV entre "suelo urbano consolidado por la urbanización" (14.1) y "suelo urbano que carezca de urbanización consolidada" (14.2). Según se expresa en la citada sentencia, el error de la Sala de instancia (idéntico al cometido de las presentes actuaciones) fue el haber llegado a la conclusión alcanzada "sin percatarse de que el referido artículo 14.2 b de la Ley 6/1998 tiene carácter de básico para el estatuto del derecho de propiedad y que la Disposición Transitoria primera de esta Ley establece que el régimen urbanístico del suelo, previsto en ella, es de aplicación, desde su entrada en vigor, a los planes y normas vigentes en dicho momento".

Como dijimos en la expresada STS:

"Este motivo de casación debe prosperar porque la Sala sentenciadora, en virtud de una incorrecta interpretación de la Disposición Transitoria primera, deja de aplicar un precepto que, conforme a la Disposición Final de la Ley 6/1998, de 13 de abril , regula las condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales (artículo 149.1.1ª de la Constitución), cumplimiento que no puede quedar a merced de que el ordenamiento urbanístico autonómico contemple la subclasificación de suelo urbano carente de urbanización, ya que se trata de una circunstancia de hecho determinante de unos deberes impuestos legalmente a los propietarios de suelo urbano, de manera que las clases de suelo, previstas en el ordenamiento urbanístico autonómico de Cataluña, no puede condicionar el cumplimiento de la norma básica contenida en el artículo 14 de la Ley del Suelo y Valoraciones 6/1998, de 13 de abril , que, desde su entrada en vigor, es aplicable al suelo urbano, según ordena la Disposición Transitoria primera a) de la misma.

La contradicción entre lo dispuesto en el artículo 120.3 del Decreto Legislativo 1/1990, de 12 de julio, aprobatorio del Texto Refundido de disposiciones legales vigentes en Cataluña en materia urbanística, a la sazón vigente, y lo establecido en el artículo 14.2 b) de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, ha de resolverse, de acuerdo con lo previsto en el artículo 149.3 de la Constitución, confiriendo prevalencia a este precepto estatal, dado que se trata, como hemos indicado, de una norma básica sobre una materia, concretamente los deberes de los propietarios de suelo urbano, de la competencia exclusiva del Estado, cuyo cumplimiento no se puede eludir aunque en el ordenamiento urbanístico autonómico se desconozca la situación del suelo urbano no consolidado por la urbanización".

Reconoce que, respecto al porcentaje del 10% de cesión de aprovechamiento a la Administración actuante, es un porcentaje máximo que puede ser reducido por la legislación autonómica pero que si ésta no lo concreta de forma específica “... es evidente que el régimen para el suelo urbano desde la entrada en vigor de la LRSV no ha de ser otro que el contenido en la misma, y que, por lo que a la cuantificación del deber de cesión, ha de estarse al porcentaje máximo del 10 % contemplado en su artículo 14.2.c). Solo esa interpretación es la que se deduce de lo establecido por el Tribunal Constitucional en sus SSTC 160/2001, de 1º de julio y 54/2002, de 27 de febrero. Los motivos, pues, han de ser estimados por la Sala, debiendo, en consecuencia resolverse el recurso contencioso- administrativo, de conformidad con lo establecido en el artículo 95.2c ) "dentro de los términos en que apareciera planteado el debate".

Por estas razones, se entra a discutir si el suelo objeto del recurso era "suelo urbano que carezca de urbanización consolidada" (14.2), o bien, por el contrario, se trata de un "suelo urbano consolidado por la urbanización" (14.1). 

El Tribunal Supremo no trata de revisar la actividad probatoria de instancia sino que realiza un estudio jurisprudencial remitiendo a sentencias anteriores tales como la de 31 de mayo de 2006, que incorpora cuatro elementos determinantes de la condición de suelo urbano no consolidado por la urbanización, la de 26 de octubre de 2006, 7 de enero de 2007 (en la que un suelo con todos los requisitos legales para considerarse suelo urbano consolidado, al tener una urbanización incompleta, define inmediatamente como no consolidado), la de 20 de marzo de 2007 (en la que manifiesta que la mera circunstancia de que un edificio colinde por una de sus fachadas con una vía completamente urbanizada no determina por sí sola que aquel suelo deba incluirse en la categoría de suelo urbano consolidado por la urbanización).

Con todos estos argumentos estima el recurso de casación porque “Partiendo, pues, de la misma realidad física que ha observado y tomado en consideración la Sala de instancia, debemos, sin embargo, señalar que la conclusión alcanzada no resulta correcta, ya que, las características de los terrenos descritos en el Texto del Proyecto de Reparcelación acompañado con la demanda, aceptadas por la Sala, nos llevan, irremisiblemente, a su jurídica consideración de Suelos Urbanos No Consolidados por la Urbanización. La actuación prevista en el citado Proyecto de Reparcelación pone de manifiesto que la actuación a desarrollar con la parcelación que se discute se trata de una actuación que, de conformidad con la jurisprudencia que hemos citado, debe se calificada como de operación urbanística integral”.

En términos similares a la anterior se manifiesta la Sentencia de 28 de enero de 2008 del Tribunal Supremo, en la que estima el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Badalona contra la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de 6 de noviembre de 2003 que desestimó el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el mismo Ayuntamiento contra el acuerdo de la Comisión de Urbanismo de Barcelona por la que se aprobó definitivamente el Plan especial del Sector Costa A-3 de la fachada marítima de Barcelona, anulando el acuerdo en el apartado en que suprime la exigencia de la cesión del 10% del aprovechamiento urbanístico.

3.- TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA

B) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA.

· Sentencia de 29 octubre de 2007 del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma del Cataluña, dictada en recurso nº 1052/2003 (RJCA 2008\73).

Se impugna la modificación del plan general metropolitano de Barcelona y el convenio urbanístico en el que se negocia el cambio de la calificación de los terrenos y la permuta de los mismos.

El fundamento tercero de la sentencia pese a considerar el recurso extemporáneo en este aspecto, manifiesta que “… los convenios urbanísticos, por sí solos, no son sino figuras contractuales que sólo generan efectos jurídicos entre los firmantes, en forma de declaración de intenciones para la Administración y de asunción de compromisos para los interesados, pero no comprometen la potestad de planeamiento de aquélla ni los derechos impugnatorios de éstos; son instrumentos que intentan facilitar la actuación urbanística pero en ningún caso sustituyen al planeamiento ni pueden alterarlo; por sí solos no tienen valor ni efecto frente a terceros pues sólo adquieren esta eficacia si se incorporan a un Plan, pasando a formar parte del mismo y siguiendo su misma suerte; en suma, sólo pueden ser anulados cuando la Administración firmante no tenga capacidad para suscribirlos o cuando contengan determinaciones sobre las que las partes no puedan disponer”, reiterando la naturaleza contractual de los convenios urbanísticos.

P) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE MADRID

· Sentencia de 8 y 9 de octubre de 2007 del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de Madrid, dictadas en sendos recursos nº 1938/2004 y 2053/2004 (Aranzadi 2008\56 y 2008\57).

Se interponen recursos contencioso-administrativos contra el acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento de Alcorcón en sesión celebrada el día 26-11-2003, sobre expediente de revisión del planeamiento urbanístico, relativos a dejar sin efecto todos los acuerdos relativos a la aprobación plenaria del expediente de "Subsanación del Plan General de Ordenación Urbana de Alcorcón", y acuerdos procedentes.

Estas sentencias son interesantes a los efectos de delimitar exactamente las competencias municipal y autonómica en el procedimiento bisáfico de aprobación del planeamiento, que no añaden nada nuevo a la jurisprudencia consolidada pero que son clarificadoras de esa doctrina.

El fundamento jurídico tercero de las sentencias aclara que el motivo de impugnación que, al amparo del artículo 62.1.b) de la L.R.J.A.P. y P.A.C., sostiene la nulidad del acto recurrido por estar atribuida la competencia a la Comunidad de Madrid, parte del carácter irrenunciable de la misma conforme a lo dispuesto en el artículo 12.1 Ley autonómica y de la consideración de que, en el procedimiento de Revisión del Plan General, las competencias municipales y autonómicas se ejercen de forma sucesiva, perdiendo el Ayuntamiento las suyas cuando le remite el expediente a la Comunidad Autónoma, a la que no puede sustraer de la decisión de aprobar definitivamente la subsanación, aplazarla o denegarla sin usurpar la competencia que le atribuyen los artículos 61 y 62 de la Ley 9/2001, no puede prosperar por varias razones:

1ª. No se ha sustraído a la Comunidad de Madrid el ejercicio sus competencias porque no ha sido el Ayuntamiento el que ha decidido sobre la aprobación definitiva de la subsanación del Plan General, habiéndose limitado a pedir la retirada de un expediente propio, que se había remitido el 22 de mayo de 2003 a la Comunidad Autónoma, la cual se lo devolvió antes de resolverlo, para estudiar su adaptación a la Ley 9/2001 y reconsiderarlo a la vista del informe negativo de 27 de marzo de 2003 de la Dirección General de Urbanismo y Planificación Regional y de la propuesta de resolución desfavorable de la Comisión de Urbanismo de Madrid de 28 de marzo de 2003. El Ayuntamiento podía solicitar la devolución del expediente de subsanación una vez enviado a la Comunidad de Madrid -y ésta se lo devolvió por dos veces- “porque la facultad de recuperar el documento remitido antes de que la Comunidad Autónoma resolviera sobre su aprobación definitiva enraíza en la potestad municipal de plena iniciativa del planeamiento general, que la autonómica no puede sustituir, de forma que sus facultades de control de la legalidad y de salvaguarda de los intereses supralocales se ejercen en la medida en que una determinada propuesta se somete a su aprobación definitiva, cuyo carácter rogado permite el desistimiento de la iniciativa o retirada de la propuesta antes de que se haya resuelto definitivamente”.

2ª. Una vez el expediente en su poder, y sin que ello pueda suponer la renuncia a subsanar las deficiencias en el futuro sino más bien el propósito de reconsiderar una propuesta que presumiblemente no iba a prosperar, el Ayuntamiento inició y concluyó un procedimiento dirigido a dejar sin efecto sus propios acuerdos relacionados con la aprobación provisional de los documentos de subsanación del Plan General, lo cual constituye un ejercicio de competencias propias ya que es a la propia Administración autora del acto a quien compete tramitar y resolver sus procedimientos de revisión de oficio, y es la Administración que tiene la facultad de propuesta la que puede retirar la misma.

En el fundamento jurídico cuarto aclara que el acto de aprobación provisional de un Plan General de Ordenación Urbana es un acto de trámite no vinculante, que no pone fin a la vía administrativa; y como tal acto no favorable, en la medida en que no crea derechos ni elimina los obstáculos al ejercicio de un derecho preexistente, perfectamente puede dejarse sin efecto en aplicación del artículo 105 de la Ley 30/92, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común, sin necesidad de acudir a los procedimientos de revisión de los artículos 102 y 103 de la misma ley.

Q) TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CASTILLA Y LEON

· Sentencia de 5 de octubre de 2007 del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, Burgos, dictada en recurso nº 311/2005 (RJCA 2007\760).

Se impugna una orden de la consejería de Fomento por la que se autoriza el uso en suelo rústico de la ampliación de un hotel-balneario. Esta sentencia resulta interesante por dos razones.

En primer lugar, porque aclara que aunque las normas subsidiarias provinciales no haya concretado el tipo de suelo rústico que es el terreno en cuestión, si común o protegido, por aplicación directa de la Ley urbanística de Castilla y León, éste resulta ser un suelo rústico con protección natural “no solo por estar incluido dentro de los límites del Espacio Natural Protegido “Hoces del Alto Ebro-Rudrón”, sino que también se encuentra dentro de los límites de la Zona de Especial Protección para las Aves (ZEPA) y dentro del Lugar de Interés Comunitario (LIC) “Hoces del Alto Ebro-Rudrón”,

En segundo lugar, porque exige que el otorgamiento de la autorización especial justifique que concurren razones de interés público, que en este caso no se manifiesta, sino antes bien concurren intereses exclusivamente económicos, y por ello ajenos al interés público, al interés social y a la utilidad pública.

Esta sentencia resulta de interés para tenerla en cuenta en la interpretación del artículo 24 de la Ley Urbanística de Aragón, que regula las construcciones sujetas a autorización especial. 

· Sentencia de 16 de noviembre de 2007 del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, Burgos, dictada en recurso nº 249/2006 (JUR 2007\3469076).

Esta sentencia es muy didáctica y su interés radica en que recoge y reinterpreta la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo entorno varios temas importantes sobre sistemas generales, valoraciones, urbanismo y expropiaciones. En concreto:

1.- Respecto al alcance y presunción de acierto y veracidad de las resoluciones del Jurado Provincial de Expropiación Forzosa, reconociendo la capacidad técnica y jurídica a sus componentes y la independencia que revisten sus juicios al no encontrase vinculados a los intereses en juego, “mientras no se demuestre haber sufrido un error o desviación de los que resulte manifiestamente injusta la indemnización fijada …” (FJ 5º)

2.- Sobre la valoración del suelo no urbanizable destinado a sistemas generales, como si de suelo urbanizable o urbano se tratara, recordando que el suelo no urbanizable expropiado para infraestructuras ferroviarias, por ejemplo, se debe valorar como suelo no urbanizable cuando el suelo por el que discurran sea suelo no urbanizable, fundamentalmente porque se considera que estamos ante infraestructuras de naturaleza y entidad supramunicipal (FJ 6º).

3.- También incluye una evolución histórico-legislativa de los sistemas generales, e indica que “los sistemas de comunicación se preveían con una concepción amplia acorde con la consideración horizontal e integradora de la ordenación urbanística del planeamiento municipal general, pero una cosa es que esa naturaleza del planeamiento urbanístico exija la incorporación de todas las actuaciones que afecten al territorio municipal y otra, que ello determine que se desconozca que no nos encontramos ante sistemas generales, cuando se trata de supuestos que no prestan servicio únicamente al Municipio, sino ante grandes infraestructuras que se caracterizan por su competencia no municipal y encuentran su fundamentación jurídica en planes y proyectos de naturaleza territorial o sectorial y supramunicipal.
Por ello es muy importante que desde un principio se distinga por un lado entre dotación con trascendencia urbana y por otro infraestructura de naturaleza territorial”. 

El TSJ de Castilla y León se pronuncia a favor de una concepción sustancialista de los sistemas generales, cuando dice que “… desde una pura concepción formal, no resulta correcto que por el mero hecho de que aparezca nominalmente designado como sistema general la obra de que se trate en el artículo 25 del Reglamento de Planeamiento, se aplique la doctrina jurisprudencial sobre valoración de sistemas generales como suelo urbanizable, ni que desde una perspectiva sustancial, cualquier obra, aunque no figure en el Planeamiento, se considere sistema general aunque no tenga una dimensión urbanística específica de "crear ciudad", ya que nada tiene que ver la finalidad de los sistemas viarios urbanísticos con la finalidad territorial de las infraestructuras supramunicipales, que no pasan a estructurar o vertebrar la ciudad”.

Concluye diciendo que “… se puede considerar que no existe una necesaria interrelación entre sistema general y suelo urbano o urbanizable, que excluya la posibilidad de su establecimiento en suelo no urbanizable, y por ello se puede concluir que la adscripción o inclusión en uno u otro tipo de suelo, depende de lo que establezca el Planeamiento, sin que sea una técnica obligatoria la adscripción a un concreto tipo o clase de suelo, a la vista de lo establecido en el artículo 14.2.b) y 18.2 de la Ley 6/1998, ni tampoco su inclusión en un determinado ámbito de gestión. Por ello, cuando los terrenos a ocupar por un sistema general no estén integrados o incluidos en los ámbitos de gestión su obtención no tendrá lugar por vía de la cesión obligatoria y gratuita, como prevé para el supuesto del suelo urbano y del suelo urbanizable sendos preceptos, sino que deberán ser obtenidos por vía de expropiación”.

En las últimas sentencias del Tribunal Supremo de 2007 ya se atisba claramente este criterio de diferenciación esencial, atendiendo al concepto sustancial del sistema general para aplicar o no la doctrina jurisprudencial comentada.

III) OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

Informe 5/2007, de 11 diciembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Naturaleza Jurídica de la relación contractual entre un ayuntamiento y el adjudicatario de la concesión de la obra urbanizadora que establece el artículo 153 de la ley Urbanística de Aragón. 
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